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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL, LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y 

RESPONSABILIDAD HACENDARIA, Y LEY DE DISCIPLINA FINANCIERA DE LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS, EN MATERIA DE RECURSOS TRANSFERIDOS A LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS; A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA DE JESÚS PÁEZ GÜERECA, INTEGRANTE DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL TRABAJO. 

La suscrita, Maestra María de Jesús Páez Güereca, diputada federal, integrante del 
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXV Legislatura de la Cámara de 
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por 
los artículos 71, fracción II, y 72, apartado H, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la consideración de este Honorable 
Congreso la presente  Iniciativa con Proyecto de Decreto, por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, en materia de recursos transferidos a las 
entidades federativas, al tenor de la siguiente: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
I. Marco teórico conceptual 
Planteamiento 
 

a) Pacto Federal 
 
De acuerdo con Daniel J. Eleazar, el federalismo se define por una estructura dual de 
organización del poder de un Estado; es una doctrina organizacional que propone un 
pacto o asociación entre de diferentes jurisdicciones o niveles de gobierno, en las cuales, 
lo fundamental es la naturaleza política de las relaciones que se establecen entre cada 
una de las partes (niveles u órdenes de gobierno), caracterizadas por su independencia, 
no subordinación o, dicho en los términos jurídicos más usados, por la permanencia de 
su soberanía. Su esencia es la estructura institucional dual y la autonomía política que 
conservan las partes, esto es, la capacidad para decidirse a sí mismas: "autogobierno 
más gobierno compartido". 1 
 
Tradicionalmente, en el pacto federal se fundamenta la existencia de un gobierno o 
jurisdicción central, así como gobiernos o jurisdicciones de menor nivel, que conservan 
su autonomía, pero que comparten un orden constitucional. De acuerdo con Lenaerts 
(1990), el federalismo abreva fundamentalmente del constitucionalismo. En esta escuela 
se define la naturaleza y composición de un gobierno limitado por el estado de derecho 
y los derechos de propiedad. 

                                                           
1 Daniel J. Eleazar, Exploraci6n del federalismo, Barcelona, Editorial Hacer, 1990, p. 32 
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En México, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 40, 
establece el carácter federal de la organización política mexicana y reconoce al 
federalismo como un arreglo institucional que se distingue por la división de poderes 
entre un gobierno federal y los gobiernos de los estados miembros. Un Estado federal 
se caracteriza por la competencia constituyente que en él tienen los estados miembros. 
Al respecto, el artículo 124 Constitucional señala que en el Estado mexicano los estados 
miembros tienen cierta área de atribuciones sobre la que pueden legislar en forma 
autónoma.2 
 
Las precisiones sobre las facultades y atribuciones del Congreso respecto del tema del 
federalismo se encuentran en el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Entre éstas destaca la de expedir leyes que establezcan la 
concurrencia del gobierno federal, de los gobiernos de los estados y de los municipios 
en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de coordinación fiscal, 
protección al ambiente, seguridad pública, desarrollo social, protección civil, turismo y 
deporte, entre otros.3 
 
Por otro lado, etimológicamente el origen del vocablo Federalismo proviene del latín 
foedus-oris que significa unión, alianza, pacto, acuerdo. En este sentido, el término 
federalismo hace referencia al “arreglo político institucional basado en una distribución 
funcional y territorial del poder entre un ámbito central y ámbitos locales (estados, 
provincias o territorios) independientes o federados, los cuales participan de un pacto 
que se sustenta en la Constitución”.  
 
Existe una discusión sobre el tema del fortalecimiento del federalismo en razón de la 
división de poderes. Para Alexis de Tocqueville el federalismo implica la unión de estados 
soberanos que, en conjunto, integran la federación “el gran cuerpo de la Unión”. Por su 
parte, para Charles de Secondat, Barón de Montesquieu, sostiene que el federalismo 
comprende la necesidad de contrapesar el poder de los distintos niveles de gobierno de 
una manera vertical y horizontal, para lo cual, basándose en la teoría de pesos y 
contrapesos, fragmenta cada nivel de gobierno en tres poderes independientes y auto-
regulables (poderes ejecutivo, legislativo y judicial en los niveles federales y estatales). 
Finalmente, la posición de Hans Kelsen considera al federalismo como una 
descentralización acentuada que se opone al Estado unitario. Para Kelsen “el 
federalismo se debe explicar como un fenómeno de descentralización administrativa, 
jurídica y política”. Por tanto, podemos concluir que el federalismo es un sistema 
organizativo que se caracteriza por la unión de estados soberanos basada en la no-
centralización, en el gobierno compartido y en el respeto a la diversidad.4 
 

                                                           
2 Disponible en: https://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado 
3 Jorge Carpizo, La Constitución Mexicana de 1917, UNAM, México, 1994, 276. 
4 Disponible en: http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estudio/Cesop/Comisiones/d_federalismo.htm. 
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El federalismo supone el reconocimiento y existencia de fuerzas distintas del poder 
central que, como se señaló, tienen campo propio de acción jurídico política; esto se 
traduce, entre otras cosas, en la posibilidad de organizar política y racionalmente los 
espacios geográficos en paridad de circunstancias.5 
 
El sistema federal es una forma de gobierno ampliamente difundida en el mundo por lo 
que una buena proporción, tanto de países desarrollados como en desarrollo, la han 
adoptado. Lo característico de este sistema consiste en que la asignación de las 
competencias al gobierno central y a las entidades que lo integran se hace respetando 
su independencia y buscando su coordinación. Por su parte, el federalismo fiscal 
solamente se refiere a las relaciones hacendarias (ingresos, gastos y deuda) que se 
establecen entre las haciendas públicas ubicadas en los diferentes ámbitos de gobierno 
que conforman el sistema federal. De ahí que sea factible aplicar los principios teóricos 
del federalismo fiscal a otras formas de gobierno que no sean federales; para ello basta 
con que tengan un sector público con niveles centralizados y descentralizados de toma 
de decisiones. A su vez, es conveniente señalar que la descentralización no es sinónimo 
de federalismo, ya que es parte de su propia naturaleza, al igual que la centralización. 
 
b) Federalismo fiscal 
 
El federalismo fiscal se ha planteado establecer una combinación óptima entre la 
centralización y la descentralización en la asignación de competencias entre los 
diferentes niveles de gobierno que conforman una federación. Su potencial como forma 
de gobierno reside precisamente en aprovechar las ventajas que cada uno de estos 
procesos tiene respecto a la eficiencia y la equidad en la provisión de bienes y servicios 
públicos. En este contexto, el poder central tiene la responsabilidad de todas aquellas 
funciones que, por su naturaleza nacional y movilidad, rebasan el ámbito local o regional 
y que de no reconocerse de esta manera provocaría serias distorsiones en la asignación 
eficiente de los recursos públicos.6 
 
Como práctica política, el federalismo fiscal se ha impulsado por el incremento de la vida 
democrática en el mundo; lo que finalmente ha obligado a concebirlo desde el punto de 
vista económico, lo cual inicialmente se abordó desde tres perspectivas: el federalismo 
fiscal centralizado, el federalismo fiscal descentralizado y el federalismo fiscal integral 
(una síntesis de los dos anteriores en distintos niveles de gobierno). 
 
Dos facultades de todo gobierno federal son la capacidad de imponer contribuciones a 
sus ciudadanos y la de ejercer el gasto público. En una federación, estas facultades son 
distribuidas entre el gobierno federal y los gobiernos locales (estatales y municipales, en 

                                                           
5 Disponible en: https://www.cide.edu/saladeprensa/el-federalismo-en-el-estado-mexicano 
6 Díaz Flores, Manuel, Federalismo fiscal y asignación de competencias: una perspectiva teórica Economía, Sociedad 
y Territorio, El Colegio Mexiquense, A.C. núm. 11, 2002 
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el caso de México). En este sentido, la función redistributiva gubernamental es un 
proceso bastante más complejo de analizar, ya que la distribución interregional de 
recursos públicos tiene razón de ser solamente cuando la distribución interpersonal es 
desigual. Sin embargo, esta última depende de factores bastante más complejos que la 
distribución de recursos públicos. 
 
Cuando se establece una relación entre federalismo y finanzas públicas, teóricamente 
es factible pensar en lo que se conoce como Federalismo Fiscal, que tendrá que ver con 
la distribución de los recursos y la captación de los mismos por parte del Estado en sus 
diferentes niveles de gobierno. De hecho, una de las discusiones fuertes en esta materia 
en los últimos años se centra en la cuestión de la descentralización del gasto público3 y 
de la recaudación impositiva a favor de un mayor o real Federalismo Fiscal. 
 
El tema del Federalismo Fiscal resulta sumamente complejo en países como México por 
diferentes factores como son: la historia centralista que pesa sobre el país, desde los 
Tlatoanis, Virreyes, sistema presidencialista, etc.5; el elemento político que implica una 
serie de disyuntivas sobre la autonomía y potestades de cada uno de los niveles de 
gobierno y en este sentido su carácter legal, es decir, la norma jurídica; la norma 
económica que tiene que ver con las leyes o postulados que la teoría ha acuñado para 
que se dé o no se rompa con la eficiencia del propio sistema económico, generando 
incentivos perversos y; un nuevo conflicto que se suscribe como la aparición de un nuevo 
nivel de gobierno supranacional, en la medida en que se incrementa el grado de 
integración de las economías. 
  
La función de asignación tiene que ver con la idea de la existencia de bienes públicos12 
que por sus características económicas no son sujetos del deseo de los particulares de 
suministrarlos a la sociedad y en este sentido el Estado se constituye como el garante 
de su existencia en mercado, la función de asignación está ampliamente relacionada con 
la presupuestación y aplicación del gasto. 
 
En México, en la actualidad, las entidades federativas son productoras de muchos bienes 
y servicios públicos, pero sus fuentes de financiamiento son limitadas. Según la 
Secretaría de Hacienda, hoy día provienen, en un porcentaje muy elevado, de las 
participaciones federales. De los ingresos participables totales, cerca de 21 % se dirige 
hacia las entidades federativas, cantidad que al parecer es insuficiente. 
 
Una de las principales tareas de la coordinación entre el gobierno federal y las distintas 
entidades federativas es determinar cómo se van a distribuir los recursos que le tocan a 
cada uno de los estados. Las fórmulas de distribución están contenidas en la Ley de 
Coordinación Fiscal. 
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II. Fundamento 
 
Los recursos federales transferidos a las entidades federativas y municipios 
representan la fuente principal de ingresos de estos órdenes de gobierno y son 
fundamentales para financiar sus estrategias y programas de desarrollo. 

 
Las transferencias son relevantes para las finanzas estatales y municipales; para los 
gobiernos de los estados significan en promedio el 90% de sus ingresos totales y para 
los municipios alrededor del 65%, aunque en los que son rurales y marginados supera 
el 90%. 

 
El gasto federalizado lo integran dos componentes: las participaciones federales o 
gasto federalizado no programable y las transferencias condicionadas o gasto 
federalizado programable. 

 
Las primeras se derivan del sistema nacional de coordinación fiscal, y para  
las entidades federativas y municipios constituyen transferencias no condicionadas en 
su uso y destino, ya que son de libre administración hacendaria por esos órdenes de 
gobierno, conforme a sus prioridades y marco jurídico. Éstas no son fiscalizables por 
la Auditoria Superior de la Federación (ASF). 

 
Las transferencias condicionadas se integran con los recursos que la Federación 
entrega a las entidades federativas y municipios, para su aplicación en los fines 
establecidos en el marco jurídico correspondiente y los audita la ASF. 

El gasto federalizado en México se conforma del sistema de transferencias, y se define 
como: la asignación de recursos condicionados y no condicionados, que el gobierno 
federal transfiere a las entidades federativas y los municipios del país, en el marco del 
pacto fiscal federal y de la política de descentralización administrativa y financiera, para 
que las autoridades locales provean los bienes y servicios que son exclusivos de su 
jurisdicción o son concurrentes con la Federación, tales como la educación, la salud, la 
infraestructura social básica, la seguridad pública, entre otros. 

El sistema de transferencias comprende las participaciones federales, que son recursos 
no condicionados que el Gobierno Federal paga a las Entidades Federativas del país; y 
el sistema de aportaciones federales, que son recursos condicionados al logro de ciertas 
metas y objetivos relacionados con la provisión de bienes y servicios públicos 
concurrentes entre dos o más niveles de gobierno. 

De acuerdo a la Ley de Coordinación Fiscal, el gasto federalizado son las transferencias 
que realiza la Federación a los gobiernos locales, las cuales representan su principal 
fuente de financiamiento para el cumplimiento de sus obligaciones de gasto y se 
compone de los conceptos siguientes: 
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a) Ramo 28 Participaciones de los estados, municipios y Distrito Federal en ingresos 
federales (Participaciones Federales);  
 

b) Ramo 33 Aportaciones Federales y Ramo 25 Previsiones y Aportaciones para los 
Sistemas de Educación Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos;  
 

c) Gasto transferido mediante convenios con las dependencias del Gobierno Federal;  
 

d) Gasto Federalizado para Salud Pública en el Ramo 12 Salud; y, 
 

e) Gasto Federalizado en el Ramo 23 Provisiones Salariales y Económicas. 

El Ramo General 28 denominado Participaciones a entidades federativas y municipios 
forma parte del gasto no programable, por lo que en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación se presenta como una estimación de lo que podría transferirse a las 
entidades federativas y municipios, dependiendo del comportamiento de la recaudación 
federal participable (RFP) a lo largo del ejercicio fiscal. Las transferencias de este ramo 
no están etiquetadas; es decir, no tienen un destino específico en el gasto de las 
entidades federativas, las cuales lo ejercen de manera autónoma. Este ramo tiene como 
marco normativo el Capítulo I de la Ley de Coordinación Fiscal, en el que se establecen 
las fórmulas y procedimientos para distribuir entre las entidades federativas los recursos 
de sus fondos constitutivos. 

Por otra parte, el Ramo General 33 Aportaciones Federales, es parte del gasto 
programable y su asignación se considera como una provisión programada que debe 
cumplirse independientemente de la evolución de la recaudación. Los recursos de este 
Ramo están etiquetados; es decir, tienen un destino específico en el gasto de las 
entidades federativas las cuales lo deben ejercer de acuerdo con las leyes, reglas de 
operación, lineamientos y normas aplicables. Su carácter es compensatorio porque tiene 
como fin asignar recursos en proporción directa a los rezagos y necesidades que 
observan las entidades federativas en materia de salud, educación, infraestructura, 
desarrollo social entre otros. Este Ramo tiene como marco normativo el Capítulo V de la 
Ley de Coordinación Fiscal, en el cual se establecen las fórmulas y procedimientos para 
distribuir entre las entidades federativas, los recursos de sus ocho fondos constitutivos, 
que se determinan el PEF. Está constituido por 8 fondos entre los que destaca el Fondo 
de Aportaciones para la Nómina Educativa y el Gasto de Operación FONE. 

Los recursos del FONE se deben destinar a prestar servicios de educación inicial, básica 
incluyendo la indígena, especial, así como la normal y demás para la formación de 
maestros como son: actualización, capacitación y superación profesional para los 
maestros de educación básica; así como el resto de las atribuciones establecidas en el 
artículo 13 de la Ley General de Educación. El monto que corresponde a cada Entidad 
Federativa será distribuido entre los Municipios por el Gobierno Estatal; la Secretaría de 
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Finanzas se encargará de distribuir estos Fondos a los Municipios, conforme a los 
lineamientos establecidos en la Ley de Coordinación Fiscal.7 

 
III. Problemática 
 
a) Gasto federalizado 
 

A partir del estudio, análisis y aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación 
en la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, se integran los componentes 
del gasto federalizado que se aprueba transferir a los gobiernos de las entidades 
federativas y los municipios, así como el gasto federal que será ejercido en las 
entidades federativas y municipios mediante programas sujetos a reglas de operación 
y otros programas identificados en el Decreto del Presupuesto de Egresos de la 
Federación. 

La Ley de Coordinación Fiscal, establece en su artículo primero que, tiene por objeto 
coordinar el sistema fiscal de la Federación con las entidades federativas, así como con 
los municipios y demarcaciones territoriales, para establecer la participación que 
corresponda a sus haciendas públicas en los ingresos federales; distribuir entre ellos 
dichas participaciones; fijar reglas de colaboración administrativa entre las diversas 
autoridades fiscales; constituir los organismos en materia de coordinación fiscal y dar las 
bases de su organización y funcionamiento. 
 

El artículo sexto señala: 

Artículo 6o.- Las participaciones federales que recibirán los Municipios del total del 
Fondo General de Participaciones incluyendo sus incrementos, nunca serán 
inferiores al 20% de las cantidades que correspondan al Estado, el cual habrá de 
cubrírselas. Las legislaturas locales establecerán su distribución entre los Municipios 
mediante disposiciones de carácter general, atendiendo principalmente a los 
incentivos recaudatorios y principios resarcitorios, en la parte municipal, 
considerados en el artículo 2o. del presente ordenamiento. 

La Federación entregará las participaciones a los municipios por conducto de los 
Estados; dentro de los cinco días siguientes a aquel en que el Estado las reciba; el 
retraso dará lugar al pago de intereses, a la tasa de recargos que establece el 
Congreso de la Unión para los casos de pago a plazos de contribuciones; en caso 
de incumplimiento la Federación hará la entrega directa a los Municipios 

                                                           
7 Análisis de los recursos federales identificados en el PEF, Instituto Belisario Domínguez Senado de la República, 
Dirección General de Finanzas, febrero 2022.  



                                                                                                                                  

8/24 
 

MTRA. MARÍA DE JESÚS PÁEZ GÜERECA 

DIPUTADA FEDERAL 

descontando la participación del monto que corresponda al Estado, previa opinión 
de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales. 

Los municipios y, tratándose del Distrito Federal, sus demarcaciones territoriales, 
recibirán como mínimo el 20% de la recaudación que corresponda al Estado en los 
términos del último párrafo del artículo 2o. de esta Ley. 

Las participaciones serán cubiertas en efectivo, no en obra, sin condicionamiento 
alguno y no podrán ser objeto de deducciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 9 de esta Ley. Los Gobiernos de las entidades, a más tardar el 15 de febrero, 
deberán publicar en su Periódico Oficial, así como en su página oficial de Internet el 
calendario de entrega, porcentaje, fórmulas y variables utilizadas, así como los 
montos estimados, de las participaciones que las entidades reciban y de las que 
tengan obligación de participar a sus municipios o demarcaciones territoriales. 
También deberán publicar trimestralmente en el Periódico Oficial, así como en la 
página oficial de Internet del gobierno de la entidad, el importe de las participaciones 
entregadas y, en su caso, el ajuste realizado al término de cada ejercicio fiscal. La 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará en el Diario Oficial de la 
Federación la lista de las entidades que incumplan con esta disposición. Las 
publicaciones anteriores se deberán realizar conforme a los lineamientos que al 
efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

El incumplimiento a las obligaciones de información previstas en este artículo será 
sancionado en los términos de la legislación en materia de responsabilidades 
administrativas de los servidores públicos. 

b) El caso del estado de Durango 

No obstante lo anterior, durante el presente ejercicio presupuestal 2022, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, en términos de lo dispuesto por los artículos 6 y 13 de la Ley 
de Coordinación Fiscal, ha entregado al gobierno del Estado de Durango las 
participaciones y aportaciones federales correspondientes; sin embargo, la Secretaría de 
Finanzas estatal, a su vez no ejecutó la entrega de los recursos federales al Municipio 
de Durango. 

Lo anterior, ocasionó graves daños a la sociedad duranguense y a su gobierno municipal, 
ocasionando la quiebra en las finanzas municipales y el incumplimiento de obligaciones 
como el pago a maestros, médicos, empleados de la administración pública local etc. 

En este orden de ideas, la presente iniciativa, propone que la Secretaría de Hacienda 
canalice de manera directa, integra e inmediata los recursos a los estados; ello, 
cumplimiento a lo dispuesto por el párrafo segundo del artículo 6 de la Ley de 
Coordinación Fiscal. 
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En caso de negativa u omisión en la entrega de recursos federales, dicho pago se debe 
realizar adicionando los debidos intereses que se han generado por la demora en la 
entrega de dichos recursos federales, tal y como lo establece el propio artículo 6 que 
señala: “La Federación entregará las participaciones a los municipios por conducto de 
los Estados; dentro de los cinco días siguientes a aquel en que el Estado las reciba; el 
retraso dará lugar al pago de intereses, a la tasa de recargos que establece el Congreso 
de la Unión para los casos de pago a plazos de contribuciones.” 

 
IV. Fundamento  
Objeto y argumento jurídico 
 

a) Argumento jurídico 
Las finanzas públicas son un elemento fundamental para el manejo de un estado, su  
objeto es el estudio de las reglas y las operaciones relativas a los fondos públicos, 
comprenden el manejo de los ingresos y gastos públicos, y sus principales elementos 
son: a) el presupuesto de ingresos, –donde están todos los rubros que permiten captar 
recursos por parte del Estado, tales como impuestos, tarifas y derechos–; b) la 
administración adecuada de los ingresos captados, –todos los recursos se deben 
distribuir en forma conveniente y que no haya evasión fiscal–, y c) el gasto público, –
representa la distribución de los recursos captados en función de las necesidades 
sociales–. El manejo de las finanzas públicas implica emisión de papel moneda y 
regulación de la actividad bancaría y bursátil, que deriva del proceso económico interno 
y del intercambio con el exterior.8 
 
En México, el proceso de aprobación del paquete económico está regulado por el artículo 
42 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. En este sentido, el 
Sistema Fiscal Mexicano se encuentra plasmado en los Criterios generales de política 
económica, documento que deberá presentar el ejecutivo federal en dos etapas: la 
primera en un documento que se muestra a más tardar el 1 de abril (conocido como 
precriterios), y la segunda el 8 de septiembre junto con la iniciativa de Ley de Ingresos 
de la Federación y el proyecto del Presupuesto de Egresos de la federación. Tanto los 
precriterios de política económica como los Criterios generales de política económica se 
basan en indicadores macroeconómicos dado que su dinámica tiene una incidencia en 
la estabilidad económica, social y fiscal del país. 
 
Los precriterios generales de política económica deben publicarse a más tardar el 1 de 
abril, estos mantienen una relación con las disposiciones contenidas en el artículo 42, 
fracción I, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que tienen 
como objetivo iniciar un diálogo con el Congreso de la Unión sobre las perspectivas 
económicas y de finanzas públicas para el ejercicio fiscal siguiente al año en el que son 
publicados. El artículo señala: 

                                                           
8 Alberto Guevara Baltazar, Las Finanzas y gasto público en México: un equilibrio imprescindible para el federalismo 
fiscal, Universidad Autónoma del Estado de México, México 2018. 
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La aprobación de la Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos se sujetará al 
siguiente procedimiento: I. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, deberá enviar al Congreso de la Unión a más tardar el 1 de 
abril, un documento que presente los siguientes elementos: a) Los principales objetivos 
para la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del año siguiente; b) Escenarios 
sobre las principales variables macroeconómicas para el siguiente año: crecimiento, 
inflación, tasa de interés y precio del petróleo; c) Escenarios sobre el monto total del 
Presupuesto de Egresos y su déficit o superávit; d) Enumeración de los programas 
prioritarios y sus montos (Congreso de la Unión, 2018a). 
 
Los elementos a los que se refiere el artículo 42 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria son los precriterios de cada año, los cuales se dividen en 
tres apartados: la economía al cierre del año anterior; la evolución reciente y 
proyecciones de la economía mexicana para el año en curso, y las perspectivas 
económicas para el siguiente año. 
 
Por otro lado, la Ley de responsabilidad hacendaria establece:  
  

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público, y tiene por objeto reglamentar 
los artículos 74 fracción IV, 75, 126, 127 y 134 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en materia de programación, presupuestación, 
aprobación, ejercicio, control y evaluación de los ingresos y egresos públicos 
federales. 
Los sujetos obligados a cumplir las disposiciones de esta Ley deberán observar 
que la administración de los recursos públicos federales se realice con base en 
criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, 
austeridad, transparencia, control, rendición de cuentas y equidad de género. 
La Auditoría fiscalizará el estricto cumplimiento de las disposiciones de esta Ley 
por parte de los sujetos obligados, conforme a las atribuciones que le confieren 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de 
Fiscalización Superior de la Federación. 

 
b) Objeto  
De acuerdo a todo lo anterior, el objeto de la presente iniciativa es realizar las reformas 
y adiciones necesarias al marco jurídico relativo al gasto federalizado, a efecto de 
establecer las condiciones jurídicas para que la entrega de recursos federales del 
Presupuesto de Egresos de la Federación ejercicio se realice de manera inmediata, los 
cuales en muchas ocasiones no son entregados de manera oportuna, por la Secretaría 
de Finanzas de los gobiernos estatales, ocasionando un perjuicio a la propia entidad 
federativa, al municipio y la  sociedad.  
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Con la propuesta, se busca que, en caso de omisión, la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, de conformidad con lo establecido por el párrafo segundo del artículo 6 de la 
Ley de Coordinación Fiscal, entregue de manera directa los recursos federales 
correspondientes al Fondo General de Participaciones, a los municipios, a través de su 
Secretaría de Finanzas, con estricto apego a la ley y de manera inmediata, directa, 
oportuna e integra. 
 
En este orden de ideas, se propone realizar diversas modificaciones al marco jurídico 
relativo al gasto federalizado para los estados y municipios, de acuerdo al siguiente 
análisis.  
 
 
V. ANÁLISIS JURÍDICO 
 
El artículo primero de la Ley de Coordinación Fiscal, establece su objeto: 
 

Artículo 1o.- Esta Ley tiene por objeto coordinar el sistema fiscal de la 
Federación con las entidades federativas, así como con los municipios y 
demarcaciones territoriales, para establecer la participación que corresponda 
a sus haciendas públicas en los ingresos federales; distribuir entre ellos dichas 
participaciones; fijar reglas de colaboración administrativa entre las diversas 
autoridades fiscales; constituir los organismos en materia de coordinación 
fiscal y dar las bases de su organización y funcionamiento. 

 
Por otra parte, la ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la establece en su 
artículo primero cuál es su objeto: 
 

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público, y tiene por objeto reglamentar 
los artículos 74 fracción IV, 75, 126, 127 y 134 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de programación, 
presupuestación, aprobación, ejercicio, control y evaluación de los ingresos y 
egresos públicos federales. 
 
Los sujetos obligados a cumplir las disposiciones de esta Ley deberán 
observar que la administración de los recursos públicos federales se realice 
con base en criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, 
racionalidad, austeridad, transparencia, control, rendición de cuentas y 
equidad de género. 

 
Finalmente, el objeto de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios, se encuentra establecido en su artículo primero. 
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Artículo 1.- La presente Ley es de orden público y tiene como objeto establecer 
los criterios generales de responsabilidad hacendaria y financiera que regirán 
a las Entidades Federativas y los Municipios, así como a sus respectivos 
Entes Públicos, para un manejo sostenible de sus finanzas públicas. 
Las Entidades Federativas, los Municipios y sus Entes Públicos se sujetarán 
a las disposiciones establecidas en la presente Ley y administrarán sus 
recursos con base en los principios de legalidad, honestidad, eficacia, 
eficiencia, economía, racionalidad, austeridad, transparencia, control y 
rendición de cuentas. 
Adicionalmente, los Entes Públicos de las Entidades Federativas y los 
Municipios cumplirán, respectivamente, lo dispuesto en los Capítulos I y II del 
Título Segundo de esta Ley, de conformidad con la normatividad contable 
aplicable. 

 
Precedente jurisprudencial 
 
Por principio es necesario hacer referencia al siguiente precedente jurisprudencial: 

I. Tesis de jurisprudencia número P./J. 82/99, cuyos rubro y texto se 
transcriben a continuación: 

"CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. PROCEDE IMPUGNAR EN 
ESTA VÍA LAS QUE SE SUSCITEN ENTRE LAS ENTIDADES, PODERES U 
ÓRGANOS A QUE SE REFIERE LA LEY REGLAMENTARIA RESPECTIVA, 
SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DE SUS ACTOS POSITIVOS, 
NEGATIVOS Y OMISIONES.—De la lectura de los artículos 105, fracción I, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 10 y 21 de la ley 
reglamentaria de las fracciones I y II del citado precepto constitucional, se 
advierte que corresponde conocer a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
de las controversias constitucionales que se susciten entre las entidades, 
poderes u órganos que se precisan en la fracción I del artículo 105 
constitucional y en el artículo 10 de su ley reglamentaria, sobre la 
constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales, sin que hagan 
distinción alguna sobre la naturaleza de los actos que pueden ser objeto de la 
acción, por lo que al referirse dichos dispositivos en forma genérica a ‘actos’, 
debe entenderse que éstos pueden ser positivos, negativos y omisiones." 

II. Tesis de jurisprudencia P./J. 46/2004, el Pleno de esta Suprema Corte 
determinó que, conforme al principio de integridad de los recursos 
económicos municipales, su entrega extemporánea genera el pago de 
intereses: 
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RECURSOS FEDERALES A LOS MUNICIPIOS. CONFORME AL PRINCIPIO 
DE INTEGRIDAD DE SUS RECURSOS ECONÓMICOS, LA ENTREGA 
EXTEMPORÁNEA GENERA INTERESES.—La reforma de mil novecientos 
noventa y nueve al artículo 115 de la Constitución Federal consolidó la 
autonomía del Municipio, configurándolo como un tercer nivel de gobierno con 
un régimen competencial propio y exclusivo. La Constitución, sin embargo, no 
le atribuye potestad legislativa en materia impositiva, como vía para proveerle 
de los recursos necesarios para hacer frente a dichas competencias y 
responsabilidades. Así, la fracción IV del mencionado artículo prevé el concepto 
de hacienda municipal y hace una enumeración no exhaustiva de los recursos 
que habrán de integrarla; su segundo párrafo establece garantías para que la 
Federación y los Estados no limiten, mediante exenciones o subsidios, el flujo 
de recursos que deben quedar integrados a la hacienda municipal; finalmente, 
el último párrafo de la citada fracción subraya que los recursos que integran la 
hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los Ayuntamientos. De 
la interpretación sistemática de la fracción IV, en el contexto general del artículo 
115 –que pone a cargo exclusivo de los Ayuntamientos la prestación de un 
número importante de funciones y servicios públicos–, puede concluirse que 
nuestra Constitución ha consagrado implícitamente el principio de integridad de 
los recursos económicos municipales. La Constitución, en otras palabras, no 
solamente ha atribuido en exclusividad una serie de competencias a los 
Municipios del país, sino que ha garantizado también que los mismos gozarán 
de los recursos económicos necesarios para cumplir con dichas 
responsabilidades constitucionales. Por ello, una vez que la Federación decide 
transferir cierto tipo de recursos a los Municipios con la mediación 
administrativa de los Estados, hay que entender que el artículo 115 
constitucional garantiza a dichos Municipios su recepción puntual y efectiva, 
porque la facultad constitucional exclusiva de programar y aprobar el 
presupuesto municipal de egresos de la que gozan presupone que deben tener 
plena certeza acerca de sus recursos. Si la Federación y los Estados, una vez 
que han acordado la transferencia de ciertos recursos a los Municipios, 
incumplen o retardan tal compromiso los privan de la base material y económica 
necesaria para ejercer sus obligaciones constitucionales y violan el artículo 115 
de la Constitución Federal; por tanto, la entrega extemporánea de dichos 
recursos genera los intereses correspondientes." 
De igual manera, el caso relativo a la Controversia Constitucional   

 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 248/2016. MUNICIPIO DE MECATLÁN, 
ESTADO DE VERACRUZ. 15 DE AGOSTO DE 2018. UNANIMIDAD DE 
CINCO VOTOS DE LOS MINISTROS ALBERTO PÉREZ DAYÁN, JAVIER 
LAYNEZ POTISEK, JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS, 
MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS Y EDUARDO MEDINA MORA I. 
PONENTE: EDUARDO MEDINA MORA I. SECRETARIA: VIANNEY 
AMEZCUA SALAZAR. 
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Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, correspondiente al quince de agosto de dos mil dieciocho.  
 
Relativo a lo siguiente: 
 

La inconstitucional omisión de la entidad pública y el órgano de gobierno 
estatales demandados de cumplir con su obligación constitucional y legal de 
entregar en tiempo y forma el importe económico del Fondo General de 
Participaciones, el Fondo de Fomento Municipal, el impuesto sobre automóviles 
nuevos, el impuesto especial sobre producción y servicios, el Fondo de 
Fiscalización y Recaudación, los Ingresos derivados de la aplicación del artículo 
4-A de la Ley de Coordinación Fiscal, el Fondo de Compensación del Impuesto 
sobre Automóviles Nuevos y el Fondo de Extracción de Hidrocarburos, para el 
Ejercicio Fiscal 2016. 
 
Las conductas omisivas en que incurren las demandadas transgreden el orden 
constitucional, en agravio de la entidad pública municipal que represento, a la 
luz de lo dispuesto por el artículo 115, fracciones II y IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establecen los principios 
constitucionales de libre administración de la hacienda municipal e integridad 
de los recursos, en virtud de que el órgano de gobierno municipal, el H. 
Ayuntamiento Constitucional de Mecatlán, Veracruz, ha dejado de percibir, en 
forma puntual y efectiva, el importe económico de las participaciones y las 
aportaciones (FISMDF y FORTAMUNDF), lo que, sin duda, impide a nuestro 
representado disponer oportunamente de tales recursos, vulnerando con ello 
su autonomía financiera, sin perjuicio de que la extemporaneidad en su pago 
genere intereses, tal como se ha establecido en la jurisprudencia de rubro: 
‘RECURSOS FEDERALES A LOS MUNICIPIOS. CONFORME AL PRINCIPIO 
DE INTEGRIDAD DE SUS RECURSOS ECONÓMICOS, LA ENTREGA 
EXTEMPORÁNEA GENERA INTERESES. 

 
De acuerdo a lo anterior, para conseguir su objeto, de la presente iniciativa propone lo 
siguiente: 
 
Para el caso de la Ley de Coordinación Fiscal, se propone reformar el primer párrafo 
del artículo sexto, sustituyendo el término “habrá” por el “deberá” a efecto de 
especificar la obligación de cubrir las participaciones federales a municipios; en este 
sentido, se establece que deberán ser cubiertas de manera directa, inmediata e integra 
en términos de la presente ley. 
 
De igual manera, se reforma el párrafo segundo del artículo 6, relativo a la entrega de 
las participaciones por parte de la federación a los municipios por conducto de los 
Estados. Se propone adicionar el término “debiendo hacer la entrega” refiriéndose al 
plazo de cinco días siguientes a aquel en que el Estado las reciba.  Asimismo, en el 
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segundo párrafo del artículo 6 se propone establecer que, “en todo caso, el retraso en 
la entrega de las participaciones a los municipios”, dará lugar, al pago de intereses, 
a la tasa de recargos que establece el Congreso de la Unión para los casos de pago a 
plazos de contribuciones, al inicio del procedimiento administrativo resarcitorio para 
el cumplimiento en la entrega de participaciones, y al procedimiento de 
responsabilidad administrativa y penal correspondiente; en caso de incumplimiento 
la Federación hará la entrega directa, adicionándose también “inmediata” a los 
Municipios descontando la participación del monto que corresponda al Estado, previa 
opinión de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales. 
 

En el tercer párrafo del artículo 6 en comento, se propone señalar que las participaciones 
“deberán ser” cubiertas “de manera inmediata e integra”, en efectivo, no en obra, sin 
condicionamiento alguno y no podrán ser objeto de deducciones, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 9 de esta Ley. Los Gobiernos de las entidades, adicionando que 
“garantizarán la entrega a los municipios de los recursos presupuestales”. También 
se propone que se deberá publicar trimestralmente en el Periódico Oficial el informe 
sobre el importe de las participaciones entregadas y, en su caso, y no solo los importes 
en sí. De igual manera, para el caso en que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
publique en el Diario Oficial de la Federación la lista de las entidades que incumplan con 
esta disposición, aplique las acciones necesarias para el debido cumplimiento. 
 

Respecto a la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se 
adiciona un segundo párrafo al artículo 82, a efecto de establecer que, durante todo el 
proceso de Ministración, pago y concentración de recursos a las entidades, 
prevalecerá la fiscalización del gasto, y se aplicarán los principios tributarios de 
legalidad, proporcionalidad, equidad, planificación, anualidad, previsión, 
periodicidad, claridad, y publicidad.  Respecto al artículo 83 se adiciona un cuarto 
párrafo, para establecer que, en todo caso, se buscará, simplificar los procedimientos 
de auditoría a fin de reducir al mínimo la duplicación y mejorar la supervisión de 
las participaciones a entidades federativas y municipios; y corregir las deficiencias 
de capacidades para ayudar a las instituciones de fiscalización estatales a cumplir 
con sus mandatos y moderar el riesgo de disparidades entre regiones y órdenes 
de gobierno. 
 

Finalmente, respecto al artículo 58 de la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, se propone adicionar un tercer párrafo, para 
establecer que,  en caso de incumplimiento en la entrega de las participaciones a los 
municipios por conducto de los Estados; la Federación hará la entrega directa e 
inmediata de los recursos federales a los Municipios descontando la participación del 
monto que corresponda al Estado, previa opinión de la Comisión Permanente de 
Funcionarios Fiscales.  
 

Todo lo anterior, de acuerdo al siguiente: 
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VI. Cuadro comparativo 
 

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL  

TEXTO VIGENTE 
DICE 

INICIATIVA 
DEBE DECIR 

 Artículo 6o.- Las participaciones 
federales que recibirán los Municipios del 
total del Fondo General de Participaciones 
incluyendo sus incrementos, nunca serán 
inferiores al 20% de las cantidades que 
correspondan al Estado, el cual habrá de 
cubrírselas. Las legislaturas locales 
establecerán su distribución entre los 
Municipios mediante disposiciones de 
carácter general, atendiendo 
principalmente a los incentivos 
recaudatorios y principios resarcitorios, en 
la parte municipal, considerados en el 
artículo 2o. del presente ordenamiento.  
 
 
La Federación entregará las 
participaciones a los municipios por 
conducto de los Estados; dentro de los 
cinco días siguientes a aquel en que el 
Estado las reciba; el retraso dará lugar al 
pago de intereses, a la tasa de recargos 
que establece el Congreso de la Unión 
para los casos de pago a plazos de 
contribuciones; en caso de incumplimiento 
la Federación hará la entrega directa a los 
Municipios descontando la participación 
del monto que corresponda al Estado, 
previa opinión de la Comisión Permanente 
de Funcionarios Fiscales.  
 
 
 
 
 
 
 
Los municipios y, tratándose del Distrito 
Federal, sus demarcaciones territoriales, 
recibirán como mínimo el 20% de la 

Artículo 6o.- Las participaciones federales 
que recibirán los Municipios del total del 
Fondo General de Participaciones incluyendo 
sus incrementos, nunca serán inferiores al 
20% de las cantidades que correspondan al 
Estado, el cual habrá deberá de cubrírselas 
de manera directa, inmediata e integra en 
términos de la presente ley. Las legislaturas 
locales establecerán su distribución entre los 
Municipios mediante disposiciones de 
carácter general, atendiendo principalmente 
a los incentivos recaudatorios y principios 
resarcitorios, en la parte municipal, 
considerados en el artículo 2o. del presente 
ordenamiento.  
 
La Federación entregará las participaciones a 
los municipios por conducto de los Estados; 
debiendo hacer la entrega dentro de los 
cinco días siguientes a aquel en que el 
Estado las reciba. En todo caso, el retraso 
en la entrega de las participaciones a los 
municipios, dará lugar, al pago de intereses, 
a la tasa de recargos que establece el 
Congreso de la Unión para los casos de pago 
a plazos de contribuciones, al inicio del 
procedimiento administrativo resarcitorio 
para el cumplimiento en la entrega de 
participaciones, y al procedimiento de 
responsabilidad administrativa y penal 
correspondiente; en caso de incumplimiento 
la Federación hará la entrega directa e 
inmediata a los Municipios descontando la 
participación del monto que corresponda al 
Estado, previa opinión de la Comisión 
Permanente de Funcionarios Fiscales.  
 
Los municipios y, tratándose del Distrito 
Federal, sus demarcaciones territoriales, 
recibirán como mínimo el 20% de la 
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recaudación que corresponda al Estado en 
los términos del último párrafo del artículo 
2o. de esta Ley.  
 
Las participaciones serán cubiertas en 
efectivo, no en obra, sin condicionamiento 
alguno y no podrán ser objeto de 
deducciones, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 9 de esta Ley. Los Gobiernos 
de las entidades, a más tardar el 15 de 
febrero, deberán publicar en su Periódico 
Oficial, así como en su página oficial de 
Internet el calendario de entrega, 
porcentaje, fórmulas y variables utilizadas, 
así como los montos estimados, de las 
participaciones que las entidades reciban 
y de las que tengan obligación de 
participar a sus municipios o 
demarcaciones territoriales. También 
deberán publicar trimestralmente en el 
Periódico Oficial, así como en la página 
oficial de Internet del gobierno de la 
entidad, el importe de las participaciones 
entregadas y, en su caso, el ajuste 
realizado al término de cada ejercicio 
fiscal. La Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público publicará en el Diario Oficial de la 
Federación la lista de las entidades que 
incumplan con esta disposición. Las 
publicaciones anteriores se deberán 
realizar conforme a los lineamientos que al 
efecto emita la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público.  
 
 
 
El incumplimiento a las obligaciones de 
información previstas en este artículo será 
sancionado en los términos de la 
legislación en materia de 
responsabilidades administrativas de los 
servidores públicos. 

recaudación que corresponda al Estado en 
los términos del último párrafo del artículo 2o. 
de esta Ley.  
 
Las participaciones deberán ser serán 
cubiertas de manera inmediata e integra, en 
efectivo, no en obra, sin condicionamiento 
alguno y no podrán ser objeto de 
deducciones, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 9 de esta Ley. Los Gobiernos de 
las entidades, garantizarán la entrega a los 
municipios de los recursos 
presupuestales y a más tardar el 15 de 
febrero, deberán publicar en su Periódico 
Oficial, así como en su página oficial de 
Internet el calendario de entrega, porcentaje, 
fórmulas y variables utilizadas, así como los 
montos estimados, de las participaciones que 
las entidades reciban y de las que tengan 
obligación de participar a sus municipios o 
demarcaciones territoriales. También 
deberán publicar trimestralmente en el 
Periódico Oficial, así como en la página oficial 
de Internet del gobierno de la entidad, el 
informe sobre el importe de las 
participaciones entregadas y, en su caso, el 
ajuste realizado al término de cada ejercicio 
fiscal. La Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público publicará en el Diario Oficial de la 
Federación la lista de las entidades que 
incumplan con esta disposición, y en su caso 
aplicará las acciones necesarias para el 
debido cumplimiento. Las publicaciones 
anteriores se deberán realizar conforme a los 
lineamientos que al efecto emita la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público.  
El incumplimiento a las obligaciones de 
información previstas en este artículo será 
sancionado en los términos de la legislación 
en materia de responsabilidades 
administrativas de los servidores públicos. 
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LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y 
RESPONSABILIDAD HACENDARIA 

 

TEXTO VIGENTE 
DICE 

INICIATIVA 
DEBE DECIR 

TÍTULO CUARTO 
Del Gasto Federal en las Entidades 

Federativas 
CAPÍTULO I 

De los recursos transferidos a las 
entidades federativas. 
Artículo 82.- Las dependencias y 
entidades con cargo a sus presupuestos y 
por medio de convenios de coordinación 
que serán públicos, podrán transferir 
recursos presupuestarios a las entidades 
federativas con el propósito de 
descentralizar o reasignar la ejecución de 
funciones, programas o 
proyectos federales y, en su caso, 
recursos humanos y materiales. 
En la suscripción de convenios se 
observará lo siguiente: 
 
I. Deberán asegurar una negociación 
equitativa entre las partes y deberán 
formalizarse a más tardar 
durante el primer trimestre del ejercicio 
fiscal, al igual que los anexos respectivos, 
con el propósito de 
facilitar su ejecución por parte de las 
entidades federativas y de promover una 
calendarización eficiente 
de la ministración de los recursos 
respectivos a las entidades federativas, 
salvo en aquellos casos en que 
durante el ejercicio fiscal se suscriba un 
convenio por primera vez o no hubiere sido 
posible su previsión 
anual; 
II. Incluir criterios que aseguren 
transparencia en la distribución, aplicación 
y comprobación de 
recursos; 

 
 
 
 
Artículo 82.- Las dependencias y entidades 
con cargo a sus presupuestos y por medio de 
convenios de coordinación que serán 
públicos, podrán transferir recursos 
presupuestarios a las entidades 
federativas con el propósito de descentralizar 
o reasignar la ejecución de funciones, 
programas o 
proyectos federales y, en su caso, recursos 
humanos y materiales. 
En la suscripción de convenios se observará 
lo siguiente: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
I al XII … 
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III. Establecer los plazos y calendarios de 
entrega de los recursos que garanticen la 
aplicación 
oportuna de los mismos, de acuerdo con el 
Presupuesto de Egresos aprobado y 
atendiendo los 
requerimientos de las entidades 
federativas. La ministración de los 
recursos deberá ser oportuna y 
respetar dichos calendarios; 
IV. Evitar comprometer recursos que 
excedan la capacidad financiera de los 
gobiernos de las 
entidades federativas; 
V. Las prioridades de las entidades 
federativas con el fin de alcanzar los 
objetivos pretendidos; 
VI. Especificar, en su caso, las fuentes de 
recursos o potestades de recaudación de 
ingresos por parte 
de las entidades federativas que 
complementen los recursos transferidos o 
reasignados; 
VII. En la suscripción de dichos 
instrumentos deberá tomarse en cuenta si 
los objetivos pretendidos 
podrían alcanzarse de mejor manera 
transfiriendo total o parcialmente las 
responsabilidades a cargo del 
Gobierno Federal o sus entidades, por 
medio de modificaciones legales; 
VIII. Las medidas o mecanismos que 
permitan afrontar contingencias en los 
programas y proyectos 
reasignados; 
IX a la XII …  
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Durante todo el proceso de Ministración, 
pago y concentración de recursos a las 
entidades, prevalecerá la fiscalización del 
gasto, y se aplicarán los principios 
tributarios de legalidad, proporcionalidad, 
equidad, planificación, anualidad, 
previsión, periodicidad, claridad, y 
publicidad.   
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Artículo 83.- Los recursos que transfieren 
las dependencias o entidades a través de 
los convenios de  
reasignación para el cumplimiento de 
objetivos de programas federales, no 
pierden el carácter federal, 
por lo que éstas comprobarán los gastos 
en los términos de las disposiciones 
aplicables; para ello se 
sujetarán en lo conducente a lo dispuesto 
en el artículo anterior, así como deberán 
verificar que en los 
convenios se establezca el compromiso de 
las entidades federativas de entregar los 
documentos comprobatorios del gasto.  
 

La Secretaría y la Función Pública emitirán 
los lineamientos que permitan un 
ejercicio transparente, ágil y eficiente de 
los recursos, en el ámbito de sus 
competencias. La Auditoría 
proporcionará a las áreas de fiscalización 
de las legislaturas de las entidades 
federativas las guías para 
la fiscalización y las auditorías de los 
recursos federales.  
 

Las dependencias o entidades que 
requieran suscribir convenios de 
reasignación, deberán apegarse 
al convenio modelo emitido por la 
Secretaría y la Función Pública, así como 
obtener la autorización 
presupuestaria de la Secretaría.  
 

Artículo 83.- Los recursos que transfieren las 
dependencias o entidades a través de los 
convenios de   
reasignación para el cumplimiento de 
objetivos de programas federales, no pierden 
el carácter federal, 
por lo que éstas comprobarán los gastos en 
los términos de las disposiciones aplicables; 
para ello se 
sujetarán en lo conducente a lo dispuesto en 
el artículo anterior, así como deberán verificar 
que en los 
convenios se establezca el compromiso de 
las entidades federativas de entregar los 
documentos comprobatorios del gasto.  
 
 
…  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
  
 
En todo caso, se buscará: 
I. Simplificar los procedimientos de 
auditoría a fin de reducir al mínimo la 
duplicación y mejorar la supervisión de 
las participaciones a entidades 
federativas y municipios;  
II. Corregir las deficiencias de 
capacidades para ayudar a las 
instituciones de fiscalización estatales a 
cumplir con sus mandatos y moderar el 
riesgo de disparidades entre regiones y 
órdenes de gobierno. 
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LEY DE DISCIPLINA FINANCIERA DE 
LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y LOS 
MUNICIPIOS 

 

TEXTO VIGENTE 
DICE 

INICIATIVA 
DEBE DECIR 

TÍTULO CUARTO 
De la Información y Rendición de Cuentas 

CAPÍTULO ÚNICO 
Artículo 58.- Los Entes Públicos se 
sujetarán a la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental para presentar la 
información financiera en los informes 
periódicos correspondientes y en su 
respectiva 
Cuenta Pública. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de las 
obligaciones de información establecidas 
en la Ley de Coordinación 
Fiscal, la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y el Título 
Tercero Bis de la Ley 
General de Salud, relativas a las 
Transferencias federales etiquetadas. 
 

TÍTULO CUARTO 
De la Información y Rendición de Cuentas 

CAPÍTULO ÚNICO 
Artículo 58.- Los Entes Públicos se sujetarán 
a la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental para presentar la información 
financiera en los informes periódicos 
correspondientes y en su respectiva Cuenta 
Pública. 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
En el caso de incumplimiento en la 
entrega de las participaciones a los 
municipios por conducto de los Estados; 
la Federación hará la entrega directa e 
inmediata de los recursos federales a los 
Municipios descontando la participación 
del monto que corresponda al Estado, 
previa opinión de la Comisión Permanente 
de Funcionarios Fiscales.  
 

 
 
VII. Denominación del Proyecto de Decreto y Régimen Transitorio  
 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita Mtra. María de Jesús Páez Güereca, 
diputada federal, integrante del Grupo Parlamentario del PT, someto a la consideración 
del Pleno de esta Honorable Cámara de Diputados, la presente Iniciativa con Proyecto 
de decreto, para quedar como sigue: 
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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES 
DE LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL; LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y 
RESPONSABILIDAD HACENDARIA, Y LEY DE DISCIPLINA FINANCIERA DE LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS, EN MATERIA DE RECURSOS 
TRANSFERIDOS A LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. 
 
ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma; el párrafo primero, segundo, y cuarto del 
artículo 6 de la Ley de Coordinación Fiscal, para quedar como sigue: 
 
Artículo 6o.- Las participaciones federales que recibirán los Municipios del total del Fondo 
General de Participaciones incluyendo sus incrementos, nunca serán inferiores al 20% 
de las cantidades que correspondan al Estado, el cual deberá de cubrírselas de manera 
directa, inmediata e integra en términos de la presente ley. Las legislaturas locales 
establecerán su distribución entre los Municipios mediante disposiciones de carácter 
general, atendiendo principalmente a los incentivos recaudatorios y principios 
resarcitorios, en la parte municipal, considerados en el artículo 2o. del presente 
ordenamiento.  
 
La Federación entregará las participaciones a los municipios por conducto de los 
Estados; debiendo hacer la entrega dentro de los cinco días siguientes a aquel en que 
el Estado las reciba. En todo caso, el retraso en la entrega de las participaciones a 
los municipios, dará lugar, al pago de intereses, a la tasa de recargos que establece el 
Congreso de la Unión para los casos de pago a plazos de contribuciones, al inicio del 
procedimiento administrativo resarcitorio para el cumplimiento en la entrega de 
participaciones, y al procedimiento de responsabilidad administrativa y penal 
correspondiente; en caso de incumplimiento la Federación hará la entrega directa e 
inmediata a los Municipios descontando la participación del monto que corresponda al 
Estado, previa opinión de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales.  
 
Los municipios y, tratándose del Distrito Federal, sus demarcaciones territoriales, 
recibirán como mínimo el 20% de la recaudación que corresponda al Estado en los 
términos del último párrafo del artículo 2o. de esta Ley.  
 
Las participaciones deberán ser cubiertas de manera inmediata e integra, en efectivo, 
no en obra, sin condicionamiento alguno y no podrán ser objeto de deducciones, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9 de esta Ley. Los Gobiernos de las entidades, 
garantizarán la entrega a los municipios de los recursos presupuestales y a más 
tardar el 15 de febrero, deberán publicar en su Periódico Oficial, así como en su página 
oficial de Internet el calendario de entrega, porcentaje, fórmulas y variables utilizadas, 
así como los montos estimados, de las participaciones que las entidades reciban y de 
las que tengan obligación de participar a sus municipios o demarcaciones territoriales. 
También deberán publicar trimestralmente en el Periódico Oficial, así como en la página 
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oficial de Internet del gobierno de la entidad, el informe sobre el importe de las 
participaciones entregadas y, en su caso, el ajuste realizado al término de cada ejercicio 
fiscal. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará en el Diario Oficial de la 
Federación la lista de las entidades que incumplan con esta disposición, y en su caso 
aplicará las acciones necesarias para el debido cumplimiento. Las publicaciones 
anteriores se deberán realizar conforme a los lineamientos que al efecto emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  
 
El incumplimiento a las obligaciones de información previstas en este artículo será 
sancionado en los términos de la legislación en materia de responsabilidades 
administrativas de los servidores públicos. 
 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 82; y un cuarto 
párrafo y las I y II, al artículo 83; ambos de Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, para quedar como sigue: 
 
Artículo 82.- Las dependencias y entidades con cargo a sus presupuestos y por medio 
de convenios de coordinación que serán públicos, podrán transferir recursos 
presupuestarios a las entidades federativas con el propósito de descentralizar o 
reasignar la ejecución de funciones, programas o proyectos federales y, en su caso, 
recursos humanos y materiales. 
 
En la suscripción de convenios se observará lo siguiente: 
 
I al XII … 
 
Durante todo el proceso de Ministración, pago y concentración de recursos a las 
entidades, prevalecerá la fiscalización del gasto, y se aplicarán los principios 
tributarios de legalidad, proporcionalidad, equidad, planificación, anualidad, 
previsión, periodicidad, claridad, y publicidad.   
 
Artículo 83.- Los recursos que transfieren las dependencias o entidades a través de los 
convenios de reasignación para el cumplimiento de objetivos de programas federales, no 
pierden el carácter federal, por lo que éstas comprobarán los gastos en los términos de 
las disposiciones aplicables; para ello se sujetarán en lo conducente a lo dispuesto en el 
artículo anterior, así como deberán verificar que en los convenios se establezca el 
compromiso de las entidades federativas de entregar los documentos comprobatorios 
del gasto.  
…  
… 
 
En todo caso, se buscará: 
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I. Simplificar los procedimientos de auditoría a fin de reducir al mínimo la 
duplicación y mejorar la supervisión de 
las participaciones a entidades federativas y municipios;  
II. Corregir las deficiencias de capacidades para ayudar a las instituciones de 
fiscalización estatales a cumplir con sus mandatos y moderar el riesgo de 
disparidades entre regiones y órdenes de gobierno. 
 
 
ARTÍCULO TERCERO. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 58 de la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, para quedar 
como sigue: 
 
Artículo 58.- Los Entes Públicos se sujetarán a la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental para presentar la información financiera en los informes periódicos 
correspondientes y en su respectiva Cuenta Pública. 
… 
 
En el caso de incumplimiento en la entrega de las participaciones a los municipios 
por conducto de los Estados; la Federación hará la entrega directa e inmediata de 
los recursos federales a los Municipios descontando la participación del monto 
que corresponda al Estado, previa opinión de la Comisión Permanente de 
Funcionarios Fiscales.  

Transitorios 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de octubre de 2022 
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FELIPE FERNANDO MACÍAS OLVERA 
DIPUTADO FEDERAL 

 
 
Dip. Santiago Creel Miranda 
Presidente de la Mesa Directiva de la 
Cámara de Diputados del Honorable 
Congreso de la Unión 
 
P r e s e n t e 
 
El suscrito, Diputado Felipe Fernando Macías Olvera, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXV Legislatura de la 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, con fundamento en lo 
establecido en los artículos 71, fracción II y 72, apartado H, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6, numeral 1, fracción 
I; 77, numeral 1, y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto 
a consideración de esta soberanía la siguiente: 
 
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley Nacional de Ejecución Penal, en materia de mujeres 
privadas de la libertad con hijas o hijos. 
 
La cual plantea la problemática y los argumentos establecidos en la 
siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

Primero. Planteamiento del problema 
 
La Ley Nacional de Ejecución Penal reconoce las circunstancias en las 
cuales hay mujeres que compurgan su pena privativa de la libertad 
acompañadas de sus hijas o hijos menores de 3 años de edad. Sin embargo, 
al cumplir la edad máxima de estancia dentro del centro penitenciario, no 
existe la previsión de una separación gradual que permita que la mujer se 
adapte a la nueva circunstancia, lo cual vulnera sus derechos. Por ello, 
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propongo establecer el deber de realizar una separación gradual y sensible 
en estos casos particulares. 
 
Segundo. Contexto 
 
De acuerdo con el Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria 20191 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en México hay 3,875 
mujeres en situación de reclusión en Centros Femeniles Estatales; 4,789 
mujeres en Centros Femeniles Federales y 5,230 mujeres en Centros Mixtos, lo 
cual suma un total de 13,893 mujeres en situación de reclusión en diversos 
establecimientos. Muchos de los establecimientos de ejecución de penas 
representan diversas desventajas para las mujeres: en primer lugar, existen 
diversos locales que previamente funcionaron como centros de reclusión 
para varones, por lo cual no están correctamente adaptados para albergar 
mujeres. 
 
De acuerdo con el Diagnóstico, en los Centros de Reclusión viven 362 hijas 
e hijos con sus madres, de acuerdo con la siguiente distribución: 

 

 
1 CNDH, Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria 2019. México: CNDH, 2019. Págs. 
533-542. 
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En este orden de ideas, la situación de la población penitenciaria femenina 
que convive con sus hijas e hijos en reclusión, da cuenta de la magnitud de 
la problemática que se pretende atender. 
 
Tercero. Argumentos de la propuesta 
 
Si bien el legislador ha decidido que a partir de cierta edad el menor de 
edad debe salir de prisión y, por ende, puede ser separado de su madre, la 
importancia de la relación materno filial para el niño en relación con el 
interés superior de la niñez, condicionan la forma específica en la que se 
debe realizar dicha separación. De acuerdo con lo anterior, la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el Amparo en Revisión 
644/2016 ha señalado que las autoridades deben articular una separación 
sensible y gradual, así como garantizar un contacto cercano y frecuente 
entre madre e hijo una vez distanciados, siempre que lo anterior sea lo más 
benéfico para aquél a la luz de todas las particularidades del caso 
concreto. 
 
El argumento anterior resulta indispensable para justificar la propuesta de 
establecer una separación gradual, pues la remoción del menor de edad 
debe realizarse con sensibilidad y gradualidad, siempre que se hayan 
identificado alternativas de cuidado convenientes para el interés superior 
de la niñez. En este sentido, se debe proporcionar tanto a los progenitores 
como a los niños, acompañamiento psicológico y emocional antes, durante 
y después de la separación. Lo anterior, con el objeto de prevenir y minimizar 
cualquier afectación posible, principalmente al bienestar del menor de 
edad2. 
 

 
2 Guidelines for the Implementation of Mother-Child Units in Canadian Correctional Facilities, 
The Collaborating Centre for Prison Health & Education, The University of British Columbia, 
Agosto de 2015 
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Por último, es importante que se tome en cuenta la opinión del menor de 
edad al separarlo de su madre y colocarlo con un cuidador alternativo, sin 
importar qué tan pequeño sea. Al respecto, conviene tomar en cuenta que: 
 

1. El derecho comprende el que los niños sean escuchados y que sus 
opiniones sean tomadas en cuenta; 
 

2. Que la pertinencia de la opinión del menor de edad debe ser 
evaluada en función de su madurez; y 
 

3. El derecho de participación de los menores de edad no implica que 
deba acatarse indefectiblemente su voluntad, en tanto tal rigidez 
podría dejar de lado las condiciones específicas que rodean a los 
niños en casos particulares, lo que se tornaría en detrimento de su 
propio interés superior3. 

 
Cuarto. Cuadro comparativo 
 
Para exponer con claridad la propuesta de modificación normativa, se 
desarrollan los artículos que se propone modificar en el siguiente cuadro 
comparativo: 
 

LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL 
TEXTO VIGENTE MODIFICACIÓN PROPUESTA 

Artículo 10. Derechos de las mujeres 
privadas de su libertad en un Centro 
Penitenciario 
… 
 
I. a V. … 
 

Artículo 10. Derechos de las mujeres 
privadas de su libertad en un Centro 
Penitenciario 
… 
 
I. a V. … 
 

 
3 Sentencia recaída al amparo directo en revisión 4122/2015. Aprobada por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 2 de marzo de 2015, por unanimidad de 
cinco votos. 
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VI. Conservar la guardia y custodia 
de su hija o hijo menor de tres años 
a fin de que pueda permanecer 
con la madre en el Centro 
Penitenciario, de conformidad a las 
disposiciones aplicables; 
 
 
 
VII. y VIII. … 
 
IX. Acceder, a los medios necesarios 
que les permitan a las mujeres con 
hijas e hijos a su cargo adoptar 
disposiciones respecto a su 
cuidado. 
 
Para el caso de las mujeres que 
deseen conservar la custodia de la 
hija o el hijo menor de tres años, 
durante su estancia en el Centro 
Penitenciario y no hubiera familiar 
que pudiera hacerse responsable 
en la familia de origen, la Autoridad 
Penitenciaria establecerá los 
criterios para garantizar el ingreso 
de la niña o el niño. 
 
 
 
Se notificará a la Procuraduría 
Federal de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes o a sus 
equivalentes en las entidades 
federativas; 

VI. Conservar la guardia y custodia 
de su hija o hijo menor de tres años 
a fin de que pueda permanecer 
con la madre en el Centro 
Penitenciario, siempre que no 
contravenga el interés superior de la 
niña o el niño de conformidad a las 
disposiciones aplicables; 
 
VII. y VIII. … 
 
IX. … 
 
 
 
 
 
Para el caso de las mujeres que 
deseen conservar la custodia de la 
hija o el hijo menor de tres años, 
durante su estancia en el Centro 
Penitenciario y no hubiera familiar 
que pudiera hacerse responsable 
en la familia de origen, la Autoridad 
Penitenciaria establecerá los 
criterios para garantizar el ingreso 
de la niña o el niño, atendiendo en 
todo momento al interés superior de 
la niñez. 
 
… 
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X. a XI. … 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 

 
X. a XI. … 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 

Artículo 36. Mujeres privadas de la 
libertad con hijas o hijos 
… 
 
… 
 
… 
 
Sin correlativo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 36. Mujeres privadas de la 
libertad con hijas o hijos 
… 
 
… 
 
… 
 
En el momento en que las hijas o 
hijos de mujeres privadas de la 
libertad alcancen la edad máxima 
de estancia dentro del Centro 
Penitenciario, la Autoridad 
Penitenciaria deberá implementar 
una separación sensible y gradual, 
garantizando en cada caso el 
interés superior de la niñez. 
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Las mujeres privadas de la libertad 
con hijas o hijos, además de los 
derechos humanos reconocidos 
tendrán derecho a lo siguiente: 
 
I. a IV. … 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 

… 
 
 
 
 
I. a IV. … 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 

 
Quinto. Texto Normativo Propuesto 
 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la consideración de esta 
Soberanía el siguiente: 
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PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, EN MATERIA DE 
MUJERES PRIVADAS DE LA LIBERTAD CON HIJAS O HIJOS 
 
Artículo Único. Se adiciona un cuarto párrafo, recorriéndose en su orden los 
subsecuentes del artículo 36; y se reforman las fracciones VI y IX del artículo 
10 de la Ley Nacional de Ejecución Penal para quedar como sigue: 
 
Artículo 10. Derechos de las mujeres privadas de su libertad en un Centro 
Penitenciario 
… 
 
I. a V. … 
 
VI. Conservar la guardia y custodia de su hija o hijo menor de tres años a fin 
de que pueda permanecer con la madre en el Centro Penitenciario, 
siempre que no contravenga el interés superior de la niña o el niño de 
conformidad a las disposiciones aplicables; 
 
VII. y VIII. … 
 
IX. … 
 
Para el caso de las mujeres que deseen conservar la custodia de la hija o el 
hijo menor de tres años, durante su estancia en el Centro Penitenciario y no 
hubiera familiar que pudiera hacerse responsable en la familia de origen, la 
Autoridad Penitenciaria establecerá los criterios para garantizar el ingreso 
de la niña o el niño, atendiendo en todo momento al interés superior de la 
niñez. 
 
Se notificará a la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes o a sus equivalentes en las entidades federativas; 
 
X. y XI. … 
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… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Artículo 36. Mujeres privadas de la libertad con hijas o hijos 
… 
 
… 
 
… 
 
En el momento en que las hijas o hijos de mujeres privadas de la libertad 
alcancen la edad máxima de estancia dentro del Centro Penitenciario, la 
Autoridad Penitenciaria deberá implementar una separación sensible y 
gradual, garantizando en cada caso el interés superior de la niñez. 
 
Las mujeres privadas de la libertad con hijas o hijos, además de los derechos 
humanos reconocidos tendrán derecho a lo siguiente: 
 
I. a IV. … 
 
… 
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… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
 
Transitorios 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Segundo. En un plazo que no exceda de los noventa días naturales después 
de publicado el presente Decreto, las Autoridades Penitenciarias deberán 
realizar las adecuaciones reglamentarias que resulten necesarias, de 
conformidad con lo previsto en el presente Decreto. 
 
Tercero. Las erogaciones que pudieran presentarse con motivo de la 
entrada en vigor del presente Decreto se realizarán con cargo a los 
presupuestos aprobados a los ejecutores de gasto correspondientes, para el 
ejercicio fiscal que corresponda, por lo que no se autorizarán ampliaciones 
a su presupuesto para el presente ejercicio fiscal ni subsecuentes. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 26 días del mes de 
septiembre de 2022. 

 
 
 
 

Dip. Felipe Fernando Macías Olvera 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO, POR EL QUE SE REFORMA EL 
ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO DEL ¨DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA DE GUARDIA NACIONAL¨, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 26 DE MARZO DE 2019, A CARGO DE LA DIPUTADA 
SARAÍ NÚÑEZ CERÓN Y SUSCRITA POR LAS Y LOS DIPUTADOS, DEL 
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 

Los que suscribimos, Diputada Federal Saraí Núñez Cerón y las y los Diputados, 
pertenecientes a esta LXV Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, e 
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento 
en lo establecido en el artículo 71 fracción II de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y, así como en los artículos 6 numeral 1, 77 y 78 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a la consideración de esta 
soberanía, la Iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma el Artículo 
Séptimo Transitorio del ¨Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de Guardia Nacional¨, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
26 de marzo de 2019, al tenor de la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Desde hace tiempo el tema de la seguridad pública está en el centro del debate de 
nuestro País. En el ámbito social la seguridad y la justicia han pasado a ser objeto 
de análisis y crítica constantes, lo cual es lógico si recordamos que la seguridad 
pública es una de las exigencias más sentidas de la ciudadanía y necesita ser 
atendida de manera eficiente y oportuna por el Gobierno. 

La seguridad pública forma parte esencial del bienestar de una sociedad. Un Estado 
de derecho genera las condiciones que permiten al individuo realizar sus actividades 
cotidianas con la confianza de que su vida, su patrimonio y otros bienes jurídicos 
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tutelados están exentos de todo peligro, daño o riesgo. Ante la realidad de un Estado 
que no cumple con una de sus principales funciones, la de suministrar seguridad, 
los ciudadanos tendrán que centrar todos, o gran parte de sus esfuerzos, en la 
defensa de sus bienes y derechos1. 

En nuestro país se ha perdido la batalla contra la delincuencia en especial con la 
llamada delincuencia organizada en todas sus modalidades extorsión, narcotráfico, 
trata de personas, tráfico de armas, tráfico de órganos, secuestro, el cobro de piso, 
homicidios o simplemente para infundir miedo en la zona de sus operaciones de 
estos delincuentes entre otros delitos. 

Como antecedente histórico el Derecho Positivo lo encontramos el fundamento 
primario del régimen jurídico de la seguridad pública en el artículo 21 de nuestra Ley 
Fundamental, que a partir de la reforma de diciembre 31 de 1994 establece que: “la 
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, se coordinarán, en los 
términos que la ley señale, para establecer un Sistema Nacional de Seguridad 
Pública”.2 

El espíritu del constituyente y la necesidad de evolucionar en el tema de seguridad 
se han realizado reformas constantemente en la constitución y sus leyes 
secundarias en materia de seguridad, una de ellas es la última publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 26 de marzo de 2019. 

Lo anterior el Ejecutivo reformó la Constitución en su intento desesperado de 
militarizar la Guardia Nacional, ésta ha fallado en su estrategia de Seguridad Pública 
incumpliendo tal y como lo mandata el Articulo 21 noveno párrafo de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las 
entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, 
las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como 

 
1 Jose Antonio Gonzalez Fernandez 2002, La Seguridad Pública En México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México Procuraduría General de la 
República, recuperado el 25 de septiembre de 2022, de la página Web: 
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/419/12.pdf 
2 Lob. Cit. 
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contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social, de 
conformidad con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la materia. 

Mandato que no se ha cumplido, al contrario, se han debilitado la fuerza policiaca 
de los estados y municipios al recortar el presupuesto y eliminar subsidio para el 
fortalecimiento del desempeño en materia de Seguridad Pública, conocido como 
FORTASEG. 

Para tener un contexto el FORTASEG era un subsidio que se otorgaba a los 
municipios y, en su caso, a los estados, cuando éstos ejercen la función de 
seguridad pública en lugar de los primeros o coordinados con ellos, para el 
fortalecimiento de los temas de seguridad. 

Con este subsidio se cubren aspectos de evaluación de control de confianza de los 
elementos operativos de las instituciones policiales municipales, su capacitación, 
recursos destinados a la homologación policial y a la mejora de condiciones 
laborales de los policías, su equipamiento, la construcción de infraestructura, 
prevención del delito y la conformación de bases de datos de seguridad pública y 
centros telefónicos de atención de llamadas de emergencia y en general apoyar la 
profesionalización, certificación y equipamiento de los elementos de las 
instituciones de seguridad pública. En esencia, la diferencia principal con el 
SUBSEMUN es que el FORTASEG se basa en el desarrollo de las personas, 
fortalecimiento tecnológico, de equipo e infraestructura de las instituciones de 
seguridad pública, prevención social de la violencia y la delincuencia, así como a la 
capacitación, entre otras, en materia de derechos humanos e igualdad de género. 

Es por lo antes mencionado, con la estrategia de militarización de la Guardia 
Nacional y como lo menciona en el Artículo Séptimo Transitorio del ¨Decreto por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Guardia Nacional¨, el cual 
menciona  

Los Ejecutivos de las entidades federativas presentarán ante el Consejo Nacional 
de Seguridad Pública, en un plazo que no podrá exceder de 180 días a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto, el diagnóstico y el programa para el 
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fortalecimiento del estado de fuerza y las capacidades institucionales de sus 
respectivos cuerpos policiales estatales y municipales.3 

En el decreto menciona un programa para el fortalecimiento del estado de fuerza y 
las capacidades institucionales de sus respectivos cuerpos policiales estatales y 
municipales, esta redacción queda abierta ya que no menciona los objetivos del 
programa, quien ejecutara el programa y no menciona un presupuesto para este 
programa ya que se dice de un presupuesto pero es el que ejercerá la Defensa 
Nacional y Marina con la Guardia Nacional pero como se mandata esto y se le 
exigirá a los Estados y Municipios que tengan capacidades institucionales de sus 
respectivos cuerpos policiales estatales y municipales, si se les recortaron 
presupuesto. 

Es por ello que se tiene que establecer que se dote de un presupuesto suficiente a 
las policías de los estados y municipios para que estos puedan trabajar y ser 
capacitados que es el espíritu del Artículo Séptimo Transitorio. 

Es imperante fortalecer la seguridad de los Estados y Municipios, pero la 
militarización no es la forma, debemos tener una policía adiestrada y equipada y 
una Guardia Nacional con un mando Civil.  

De acuerdo con las cifras emitidas por el Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad pública del mes de agosto de 2022 menciona que: 

Los homicidios dolosos en el mes de agosto son de 2,224, los feminicidios 
aumentaron un 19.6 % dando un total de 67, la extorsión tiene un aumento de 876 
aumento en los últimos meses 7.6%.  

De acuerdo con datos del periódico el economista en su artículo ¨México es el país 
con el mayor mercado criminal en el mundo, ¨ menciona que: 

México se ha convertido en el país con el mercado criminal más grande del mundo 
y la cuarta nación más afectada por la criminalidad, lo cual ilustra las deficiencias y 

 
3 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Última Reforma DOF 28-05-202, CÁMARA 
DE DIPUTADOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN Secretaría General Secretaría de Servicios 
Parlamentarios, recuperado el 25 de septiembre de 2022, de la pagina Web: 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 
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debilidades en diversos sistemas como el de justicia penal y el de corrupción, al 
tiempo que es muestra de los niveles de resistencia del crimen organizado en 
nuestro país. 
 
De acuerdo con Índice Global de Crimen Organizado 2021, de la Iniciativa Global 
contra el Crimen Organizado Transnacional, México suma una puntuación de 8 y 
7.57 en indicador de mercado criminal y criminalidad en general, respectivamente, 
en una escala de 1 a 10, donde entre más alto es el puntaje de criminalidad de un 
país, son más severas son sus condiciones de criminalidad.4 

La ruta de militarizar la seguridad con la cortina de humo que la policía es corrupta, 
México se está militarizando, no sólo en materia de seguridad, sino también en 
funciones gubernamentales o civiles, como la construcción de infraestructura 
aeroportuaria, ferroviaria y bancaria, así como la administración de aduanas, 
puertos y aeropuertos. 

“Nosotros consideramos que la intención real de este gobierno, al militarizar la 
seguridad pública y algunas responsabilidades gubernamentales, es tener mayor 
eficacia en la represión a la oposición y en la consolidación de un régimen 
autoritario. Ahí la enorme gravedad de esta medida”  

Es por lo anterior, que Acción Nacional no está a favor de la militarización del país 
pero si está a favor de una policía estatal y municipal y una Guardia Nacional con 
mando civil con capacitada y profesional con recursos suficientes para que puedan 
combatir el crimen, es por ello, el espíritu de esta iniciativa tiene como objeto 
implementara los programas y mecanismos necesarios de fortalecimiento, 
capacitación, profesionalización, tareas y servicios de las policías institucionales de 
los respectivos cuerpos policiales estatales y municipales, así como dotar de 
presupuesto a estas instituciones de seguridad. Que quede claro no a la 
militarización, si el fortalecimiento de una Guardia Nacional con mando Civil y 
policías estatales y municipales más fortalecidas. 

 
4 Maria erez 2021, El economista México es el país con el mayor mercado criminal en el mundo, recuperado 
el 25 de septiembre de 2022 de la pagina Web: https://www.eleconomista.com.mx/politica/Mexico-es-el-pais-
con-el-mayor-mercado-criminal-en-el-mundo-20210929-0131.html 
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Por las consideraciones expuestas y fundadas, en nuestro carácter de legisladores 
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, sometemos a la 
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de: 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO 
DEL ¨DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE GUARDIA NACIONAL¨, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE MARZO 
DE 2019. 

ARTÍCULO ÚNICO. - Se reforma el Artículo Séptimo Transitorio del ¨Decreto por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Guardia Nacional¨, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de marzo de 2019, para quedar 
como sigue:  

Séptimo. Los Ejecutivos de las entidades federativas presentarán un diagnóstico 
ante el Consejo Nacional de Seguridad Pública, esté implementara los programas 
y mecanismos necesarios de fortalecimiento, capacitación, 
profesionalización, tareas y servicios de las policías institucionales de los 
respectivos cuerpos policiales estatales y municipales.  

 

El Consejo Nacional de Seguridad Pública, publicará semestralmente un 
reporte de resultados y evaluación de desempeño de la incorporación de la 
Guardia Nacional, las secretarías de los ramos de Defensa Nacional y de 
Marina participarán y de los cuerpos policiales estatales y municipales.  

 

Para la ejecución del programa, se establecerán las previsiones necesarias en los 
presupuestos de Egresos de la Federación y dotar de mayor recurso a las 
entidades federativas y municipios en materia de seguridad, sobre la base de 
la corresponsabilidad a partir del ejercicio fiscal que corresponda. 

 



 

 7 

Un año después de haberse emitido el programa referido, el Ejecutivo local enviará 
anualmente a la Legislatura de la entidad federativa correspondiente y al Consejo 
Nacional de Seguridad Pública, la evaluación integral del mismo con el informe 
sobre los avances en los objetivos señalados y su cumplimiento en un horizonte 
hasta que concluya la vida del programa. Los resultados de la evaluación serán 
considerados para el ajuste del programa y su calendario de ejecución, por los 
órganos correspondientes. 

 
 

TRANSITORIO 

ÚNICO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 

 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 11 de octubre 2022. 

 

 

SARAÍ NÚÑEZ CERÓN 

DIPUTADA FEDERAL 
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